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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo está recibiendo en el día de hoy al Directorio del Banco de Seguros 
del Estado. Esta delegación está integrada por su Presidente, señor Gustavo Vilaró; el Vicepresidente, señor 
Mario Castro; la Directora Alejandra Dufrechou y por la doctora Beatriz Santos. 


Les agradecemos que estén concurriendo. La convocatoria de esta Comisión -que les habrá llegado- es por 
dos motivos fundamentales. Uno tiene que ver con el tratamiento de un proyecto de ley sobre accidentes de 
trabajo, propuesta que ha sido impulsada por el señor Diputado Novales, quien se encuentra hoy aquí, 
invitado por la Comisión. Esta iniciativa fue tomada en cuenta por parte de todos quienes integramos la 
Comisión de Legislación del Trabajo. 


Como es de estilo, hicimos las consultas pertinentes antes de llevar el proyecto de ley al pleno, para que parte 
de los involucrados -en este caso el Banco de Seguros- nos pudiesen dar su opinión sobre el tema. Los 
integrantes de esta Comisión, por unanimidad, estamos convencidos de que, más allá de las visiones 


encontradas que pueda haber, debemos buscar una articulación que permita resguardar este tipo de 
situaciones, tal como se ha hecho en otros países. Precisamente, parte de la mejora de la propuesta del señor 
Diputado Novales surgió a partir del estudio de la jurisprudencia de otros países, específicamente del modelo 
chileno. Ustedes conocen el proyecto de ley porque se lo enviamos, así que su opinión, fruto del intercambio, 
nos va a servir al momento de legislar. 


Ese es un aspecto por el cual convocamos al Directorio del Banco de Seguros. 


El segundo punto a tratar tiene relación con los contadores de fianza del Banco de Seguros, que esta 
Comisión los había recibido y nosotros les enviamos la versión taquigráfica en su momento. Quisiéramos 
tener una opinión al respecto. 


SEÑOR NOVALES.- Agradezco a la Comisión por recibirme y, asimismo, la presencia del Directorio del 
Banco de Seguros. Me alegra de que esté presente porque esta es una materia que lo involucra directamente. 


Quiero aclarar que soy Representante electo por el departamento de Soriano y, concretamente en Mercedes, 
las dos fuentes de trabajo más importantes son la fábrica de CONAPROLE -a tres kilómetros de la capital- y 
la papelera PAMER, que queda a unos minutos de Mercedes, por carretera. Lo mismo sucede en ciudades 
importantes como Dolores, donde las principales fuentes de trabajo están en las chacras. 


Con el correr del tiempo hemos visto que se han producido algunos accidentes lamentables. Operarios, 
obreros y empleados van a cumplir su horario de trabajo y tienen un accidente en el camino hacia el lugar de 
trabajo, sufriendo lesiones importantes o inclusive la pérdida de la vida. Nuestro afán en este aspecto fue 
cubrir ese tipo de situaciones. 


Esta inquietud surgió de coterráneos, de gente de mi ciudad, de mi pueblo e inclusive de gente que estuvo 
vinculada al Banco de Seguros del Estado, que se entrevistó conmigo y me contó que antiguamente este tipo 
de accidente "in itinere" estaba contemplado en ese Banco y que a partir de una ley se establecieron 
modificaciones, por lo que dejó de estar cubierto o contemplado, quedando un vacío. Me imagino que eso 
debe haberse producido por excesos en la aplicación. Debe haber faltado una reglamentación que estableciera 
límites, de manera de considerar las circunstancias con estricta justicia. 


Eso fue lo que nos movió a presentar este proyecto de ley, que desde el punto de vista de su estructura es muy 
modesto, a los efectos de poder incorporar las sugerencias de los integrantes de la Comisión y del Banco 
estatal, que tiene las coberturas del seguro de salud. 


Nosotros primero aplicamos un criterio temporal -media hora antes y media hora después-, tal vez influidos 
por la óptica de la gente del interior que trabaja cerca de sus lugares de trabajo, pero luego del asesoramiento 
de la Comisión optamos por un criterio no solamente temporal sino también geográfico. A partir de la 
consulta del derecho comparado -todo este tipo de cobertura "in itinere" está contemplada en prácticamente 
todos los lugares, fundamentalmente en los países que nos rodean- optamos por agregar una sugerencia 
extraída del derecho positivo chileno, que establece que también se consideran accidentes de trabajo aquellos 
que sufren los delegados sindicales o gremiales en el cumplimiento de sus tareas, lo que me parece que es de 
estricta justicia. 


SEÑOR VILARÓ.- Debo decir que leímos el proyecto de ley y que sabemos de la existencia de la cobertura 
"in itinere" en otros países. Pensamos que es un tema complejo que hay que analizarlo en el conjunto de toda 
la normativa en cada uno de esos países. Quiere decir que no es solamente la definición de la cobertura, sino 
también cuáles son los términos con que cada ley la otorga y cuál es su filosofía; es decir, hay que analizar 
todo el conjunto de la solución. 


Ni qué hablar que hay un tema de costos. Es una cantidad de siniestros importante la que se puede asociar a 
esta cobertura y con una gravedad bastante considerable en cuanto al tipo de consecuencias. Entonces, 
además de las dificultades de contralor, está todo lo que viene asociado en cuanto a situaciones que se tratan 
de explicar en el contexto de la ida o de la vuelta del trabajo y que, en realidad, no tienen que ver con eso. 
Todo esto hay que pensarlo porque también viene con la extensión de la cobertura "in itinere". Los que 
trabajamos con el seguro sabemos que estos temas se asocian y que el seguro siempre lleva un fraude 
asociado. Eso es así en esta y en todas las coberturas, lo que demanda esfuerzos importantes para controlarlo. 
Quiere decir que habría que pensar en algo así como en un 25% de incremento en el costo de la tarifa, que 


sería más importante en aquellas actividades que hoy tienen una prima más barata que en aquellas que tienen 
una prima más cara. Las industrias con mayor siniestralidad asociada no verían incrementado tanto el costo 
como la actividad administrativa que tiene muy bajo nivel de siniestralidad y que vería fuertemente 
incrementado el costo, tanto en frecuencia como en la gravedad de los sucesos. En realidad, los 
administrativos pocas veces tienen accidentes y cuando ocurren son de poca entidad. Ahora, pasarían a tener 
muertes o algunas cosas que la actividad no tiene asociada. 


Desde el momento en que se trata de un seguro de responsabilidad social empresarial -el seguro de los 
siniestros en el trabajo-, también estaríamos introduciendo una discusión filosófica. Nosotros encarecemos o 
abaratamos el seguro si hay más o menos siniestralidad en la empresa. Ahora, ¿qué responsabilidad puede 
tener el patrón sobre los accidentes que ocurran fuera de la empresa? 


Por otra parte, nuestra ley de accidentes solo excluye siniestros por dolo desde el punto de vista del obrero, 
pero no por falta grave. Si yo trabajo alcoholizado dentro de la empresa y me pasa algo, igualmente estoy 
cubierto. Ahora, si manejo alcoholizado, ¿también lo vamos a cubrir? Si vengo a trabajar alcoholizado, ¿me 
van a cubrir o no me van a cubrir? El seguro de responsabilidad civil lo excluye. Esto forma parte de la 
problemática que hay que discutir porque dentro de la fábrica no se mira si está alcoholizado o no. ¿Afuera 
tampoco vamos a mirarlo? Este es un tema que altera el equilibrio interno de la ley. Ustedes mencionan como 
antecedente algunas leyes de otros países que excluyen este tipo de siniestro dentro de las fábricas. Hay un 
análisis de la situación y si el obrero estaba en esas condiciones, entonces, no queda cubierto por el seguro de 
accidente. 


Por eso, me refería a que tenemos que buscar un equilibrio en toda la solución. 


Hoy en día, si voy a trabajar y tengo un accidente, puedo reclamar contra el que me causó el daño, y si tiene 
un seguro implica que voy contra la aseguradora, entonces, hay una cobertura. Yo voy a reclamar los daños: 
el lucro cesante, el daño moral, los costos. La ley de accidentes de trabajo no considera todas estas cosas; 
únicamente, aplica una fórmula: usted ganaba tanto, la incapacidad que le quedó es tanto y, en consecuencia, 
el valor actual de los pagos futuros de la renta que le vamos a servir es tanto; este es el costo de la renta y esta 
es toda la indemnización. ¿El obrero va a quedar conforme con esa indemnización, o va a decir: "Ese señor 
tiene un seguro con una cobertura de US$ 500.000 y yo quiero hacerle un juicio y sacarle más plata. Esto que 
me dan no me alcanza. Es menos de lo que tengo derecho a reclamar"? 


Quiere decir que se introduce toda una discusión que es muy compleja, porque el alcance de la ley uruguaya 
está pacíficamente aceptado por todos. 


Hace unos años, en Argentina, establecieron una ley de accidentes de trabajo parecida a esta; tiene algunas 
diferencias, pero cubre "in itinere". Ellos venían de una industria del juicio. La ley de trabajo empezó a 
funcionar hace unos años; comenzaron los juicios; fueron a la Suprema Corte de Justicia; apelaron la 
constitucionalidad de la ley y la ganaron. Entonces, hoy, nuevamente, no tienen ley de trabajo. Tienen una ley 
pero, en los hechos, ninguna empresa está tranquila sabiendo cuál es su patrimonio real porque, finalmente, 
no conoce en qué van a terminar las demandas laborales que tiene por accidentes de trabajo. No es como acá 
que es previsible, manejable, se paga la prima y se está excluido del problema. Quiere decir que el 
empresario está fuera de este problema si hace las cosas como corresponde, si paga lo que tiene que pagar. 
Allá está pendiente de lo que cada Juez resuelva sobre la indemnización que le corresponda al obrero como 
consecuencia del accidente que tuvo. 


Entonces, considero que incluir el accidente "in itinere" lleva a abrir esta discusión, que primero será en 
cuanto a los accidentes de tránsito "in itinere" y luego entrará a las empresas. 


Me parece que son temas que hay que manejar de una forma ponderada. 


La OIT recomienda dar a los obreros una cobertura cuando van o vuelven del trabajo; siempre y cuando no 
haya algo alternativo que apunte al mismo fin. Nos parece que el seguro obligatorio de responsabilidad civil, 
en alguna medida, es alternativo y evita abrir esta discusión que tiene flancos complejos. No es una oposición 
a considerar las circunstancias. Entendemos el planteamiento, pero también decimos que articular eso implica 
ir más al fondo de los otros temas, repensarlos, modificar otros artículos de la ley y abrir algunos flancos 
complicados. Esto último, lo de Argentina, es un flanco complicado. Antes de la ley, Argentina tenía la 
industria del juicio y la incertidumbre, y hoy vuelve a tener la incertidumbre. Pueden consultar al respecto; 


realmente, es un problema para la actividad. También es un problema para los trabajadores, porque la 
industria del juicio supone que el empresario es la parte más fuerte en ese juicio; a la larga, puede ser que 
tenga que pagar y que lo que le toque pagar sea muy alto, pero igualmente lo estira durante años y en ese 
tiempo no hay nada para el trabajador, solo esperar. Esta es una ecuación compleja. 


Por otra parte, hay dos situaciones que son peculiares. Me refiero a la construcción y a los rurales, que hoy no 
tienen el seguro de accidente de trabajo de la misma forma; lo tienen a través de las leyes del tributo 
unificado y demás. Este contralor va a ser muy difícil, porque nosotros no tenemos noticias de eso. No 
sabemos quién está empleado en qué empresa ni quién está cubierto por el seguro. Cuando hay un accidente, 
el Banco de Previsión Social nos informa. Nosotros no podemos aumentar la tarifa a la construcción y a los 
rurales. Entonces, este sobrecosto que va a implicar la cobertura "in itinere" se lo vamos a tener que volcar al 
resto de la actividad; de lo contrario, hay que modificar las leyes que no nos permiten fijar las primas para los 
seguros de la construcción y de los rurales. En este caso, no tenemos una herramienta para compensar, por lo 
que se lo vamos a recargar al resto de la industria. Esta es una actividad muy abierta y compleja de controlar. 


Reitero que no es una negativa cerrada. Simplemente, creemos que habría que considerar todos estos 
aspectos a la hora de resolver esta ampliación y dar solución a cada uno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El seguro obligatorio de responsabilidad civil prevé este tipo de situaciones? 


SEÑOR VILARÓ.- La filosofía que tiene el seguro obligatorio de responsabilidad civil es que en todo 
siniestro cualquier lesionado tiene una compensación. Inclusive, cuando no hay seguro del auto que causa el 
accidente o el asegurado no está identificado porque se dio a la fuga, igualmente las aseguradoras tenemos 
que pagar la indemnización. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Y en el caso del trabajador? 


SEÑOR VILARÓ.- Todos los uruguayos, cualquiera de los trabajadores que están incluidos, siempre van a 
quedar con esa cobertura. Probablemente, la cobertura sea menor en caso de fallecimiento que la que el 
trabajador podría obtener por un accidente de trabajo. Eso depende del sueldo de cada quien, porque en 
accidente de trabajo se calcula de acuerdo con el sueldo. En ese sentido, puede no ser exactamente lo mismo, 
pero siempre va a haber algo. Además, el seguro obligatorio de responsabilidad civil deja abierta la 
posibilidad de hacer el juicio contra el causante por una suma mayor. 


SEÑOR NOVALES.- Con respecto a la responsabilidad civil, quiero hacer una acotación. Imaginemos un 
obrero que va al trabajo en su bicicleta, cae un rayo y lo mata. ¿De quién hay responsabilidad civil? De nadie. 


De lo que se trata, con la presentación de este proyecto, es de una filosofía. Cuando en mi intervención 
anterior me referí a la modestia estructural de este proyecto, es porque asumía que se iba a reglamentar 
mediante los especialistas, entre los cuales están los técnicos del Banco de Seguros del Estado y, 
fundamentalmente, los de esta Comisión legislativa. No me sirve el argumento de los costos, porque cuando 
estamos en una actividad monopólica los costos se pueden obviar. El que tenga que pagar más, pagará más, y 
el que tenga que pagar menos, pagará menos, pero la filosofía de este proyecto es proteger a gente que hoy 
por hoy no está protegida. ¿Es difícil la implementación? Sí. Cuando se trata de regular conductas humanas 
todo es difícil, pero nada es imposible. Tampoco podemos pretender ponernos en contra por el hecho de que 
tengamos una tarea difícil de resolver. Tratemos de resolver cuáles son los problemas en lugar de decir: "No, 
aquí vamos a estar a expensas de que nos vivan haciendo goles de media cancha". Bueno, achiquemos el arco 
y pongamos un arquero más grande, pero en este tipo de cosas no hay nada imposible. Además, si partimos 
de la base de que toda ley que sea para proteger determinadas situaciones va a producir delitos, estamos 
equivocados. Debemos tratar de poner frenos para que la sociedad, cuando procede mal, tenga el castigo 
debido, y para eso están las leyes penales y las investigaciones que corresponden. 


Me parece que debe darse una discusión compleja. No tenemos que perder de vista el derecho comparado -ni 
el que está a favor ni el que está en contra- ni la filosofía de protección del proyecto. Agradezco mucho la 
preocupación del Directorio del Banco de Seguros del Estado, pero me parece que la dificultad en la 
implementación no es obstáculo para que nosotros, en nuestro carácter de legisladores, protejamos el camino 
que nuestra conciencia nos indica es el correcto, en la medida en que nosotros creamos que es conveniente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero reafirmar el criterio que acaba de expresar el señor Diputado 
Novales, que comparto. 


Creo que la versión que acabamos de escuchar del Directorio del Banco de Seguros del Estado es muy 
valiosa y hay que incorporarla al análisis, pero siempre hace referencia a un aspecto parcial. Esto está bien 
desde la perspectiva de la competencia del organismo que hoy nos visita y con relación al impacto que 
eventualmente esta solución pudiese generar en el costo de los seguros o en el encarecimiento de los seguros 
por responsabilidad civil, que hacen a un aspecto de la solución o a un posible efecto o consecuencia, pero no 
la única. Eventualmente, podrá ser frecuente que un accidente en el trayecto desde el trabajo o hacia él ocurra 
con relación a un accidente de trabajo, pero no será la única causa, como bien dijo el señor Diputado 
Novales. 


Este es un tema que hemos venido analizando y lo seguiremos haciendo desde la perspectiva de los bienes 
jurídicos tutelados. En este caso, sin duda ese aspecto está en el fundamento central de la propuesta y en el 
propósito de esta Comisión -compartido por el Poder Ejecutivo- en cuanto a avanzar en la legislación en 
materia de accidentes de trabajo, ya que bastante desactualizada está. Reitero que tendremos que incorporar 
este aspecto al análisis. Me parece que aquí se da un poco la tensión entre el análisis cualitativo o cuantitativo 
de las cosas. Está bien que el Directorio del Banco aporte esta información, y la tendremos que tener en 
cuenta, pero me parece que es un insumo más. Sin duda, desde el punto de vista del derecho laboral hay un 
análisis que es bastante más abarcatorio y el Directorio del Banco de Seguros del Estado no tendría por qué 
haberlo comentado. Es importante conocer desde ese punto de vista cuáles son las consecuencias que en 
materia de seguros esto pudiera provocar. 


En la última reunión, me quedé con la idea de que íbamos a pedir específicamente al Directorio del Banco un 
comentario con relación a los tres literales que componen esta norma, que hacen a la casuística que 
eventualmente podría llegar a darse, más allá de la definición genérica con relación a tres contingencias: que 
ese accidente ocurra en momentos en que el empleado está cumpliendo una tarea ordenada por el patrón, 
etcétera, lo que allí dice a texto expreso. Capaz que podríamos pedir al Directorio un comentario específico 
sobre esos tres aspectos. Por mi parte, sería suficiente el asesoramiento que hemos recibido y lo agradecemos 
mucho. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Una de las consultas fundamentales que queríamos hacer al Directorio del 
Banco de Seguros del Estado tiene que ver con los literales A), B) y C) del artículo 14. Me atrevo a decir que 
está en el espíritu de la Comisión ver cómo vamos a reglamentar este proyecto de ley. Como decía el señor 
Presidente del Banco, si el trabajador que va en bicicleta está alcoholizado cuando llega a su lugar de trabajo, 
debe ser tenido en cuenta en el momento de la reglamentación, para tener claro qué es lo que cubre este 
proyecto de ley. A eso apuntaba el señor Diputado Novales y fue lo que estuvimos analizando en el marco de 
la Comisión. Nuestro espíritu apunta al resguardo de la actividad del trabajador en cuanto a los accidentes de 
trabajo. A nivel del interior, pero también en Montevideo, el trabajador puede estar llegando al 
establecimiento o estar en su media hora de descanso y que un camión lo atropelle por una mala 
manipulación. Más allá de la preocupación del señor Diputado Novales, que tiene que ver con una 
particularidad del interior, creo que se trata de resguardar una situación de carácter más específico. La ley 
argentina no prevé solamente el traslado hacia o después del trabajo; el artículo es mucho más amplio que el 
que nosotros estamos trabajando. En lo relativo al resguardo de accidentes de trabajo -que analizamos en 
derecho comparado- vimos que fue mucho más que lo que nosotros nos estamos proponiendo, como 
resguardo, antes y después de la salida del trabajo. 


Quería hacer esas especificaciones. Reitero que nos interesa la opinión del Banco respecto a esos tres puntos 
que se establecen en el proyecto de ley; sin lugar a dudas la reglamentación va a apuntar a las 
particularidades, a quién compete este beneficio, en qué condiciones, cómo y cuándo. 


SEÑOR VILARÓ.- El artículo 14 de la ley actual incluye estas tres situaciones; quiere decir que están 
cubiertas. El cambio no se produce acá sino en el párrafo anterior. Eso no presenta dificultades cuando está 
bien identificado. 


SEÑORA SANTOS.- La señora Presidenta hizo referencia a una circunstancia que, para nosotros, tendría 
cobertura. Una persona, aunque no haya marcado tarjeta y no esté trabajando, si está accediendo a la empresa 
o se está yendo y tiene un accidente de esa naturaleza, tendría cobertura. El artículo 14 habría que combinarlo 
con el artículo 2? que establece: "Todo patrono es responsable civilmente de los accidentes o enfermedades 


profesionales que ocurran a sus obreros y empleados a causa del trabajo o en ocasión del mismo, en la forma 
y condiciones que determinan los artículos siguientes". El artículo 14 establece que no tendrá cobertura el 
llamado accidente "in itinere", salvo esas tres circunstancias. Por ejemplo, está el caso de una persona que fue 
ultimada en su domicilio por una circunstancia que pudo probarse que tenía relación directa y clara con su 
trabajo. Esa situación fue cubierta más allá de que la persona no estaba en el horario ni en el lugar de trabajo, 
pero se pudo probar claramente que lo que había determinado su muerte fue una cuestión vinculada al 
trabajo. Apareció una persona en su casa y le descerrajó tres tiros. Quiere decir que no se trata de estar dentro 
o fuera del trabajo, o dentro o fuera del horario preestablecido, sino de que exista un nexo causal entre la 
tarea que está llamado a realizar y el evento. 


SEÑOR POZZI.- ¿Usted habla de un nexo causal entre lo que sucedió y el evento? 
SEÑORA SANTOS.- Entre la tarea a desarrollar y el evento; tiene que haber un vínculo. 


SEÑOR POZZI.- Si alguien va caminando hacia el trabajo y tiene un accidente ¿se puede probar que fue un 
accidente de trabajo? 


SEÑORA SANTOS.- Depende, porque el artículo 14 establece: "No será considerado accidente del trabajo 
el que sufra un obrero o empleado en el trayecto al o del lugar de desempeño de sus tareas, salvo que medie 
alguna de las siguientes circunstancias". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es la diferencia que existe con respecto a lo que nosotros planteamos. 
SEÑORA SANTOS.- Nosotros no consideramos la media hora ni la hora; puede haber pasado un buen lapso 
y sin embargo la persona puede tener esa cobertura. Si va a entrar a un establecimiento que ofrece especial 
dificultad, también estaría cubierta por el literal C). 

SEÑOR POZZI.- Ahí está claro, pero quiero referirme al ejemplo que usted mencionó. Si se pagó una prima 
por una muerte que sucedió fuera del lugar de trabajo porque se probó que hubo un nexo, parecería que 
también debería estar comprendida la media hora antes o después del trabajo. 

SEÑORA SANTOS.- No es lo mismo. 

SEÑOR POZZI.- No es lo mismo porque está expresamente prohibido por ley. 


SEÑORA SANTOS.- No es lo mismo porque no manejamos el concepto tiempo, sino el nexo causal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es la diferencia entre la propuesta de la Comisión y el artículo vigente. Nosotros 
manejábamos el concepto tiempo. 


SEÑORA SANTOS.- Haciendo referencia a algo que se dijo en otra reunión, no vamos a estar con un 
cronómetro; no pasa por ahí. Inclusive, puede haber pasado un día, o muchas horas como en el caso que traje 
a colación en que era determinante el nexo causal, ya que la persona mató por un tema de trabajo, y 
claramente acreditable. Entonces, parece injusto circunscribirnos al tema tiempo, lugar de trabajo u horario 
de trabajo. Esos son los equilibrios a que hacía referencia el Presidente del Banco. 


SEÑOR NOVALES.- Debido a las sugerencias de especialistas laborales dadas a esta Comisión, el tema del 
cronómetro fue dejado de lado por otro criterio que me parece es mucho más abarcativo. Y esa interpretación 
de la cobertura para personas que sufran una agresión en su casa -por ejemplo, el caso de un peón que 
termina matando a su capataz luego de que lo suspendiera o de un patrón que se enoja y le pega un tiro a un 
empleado- me parece muy bien. Sin embargo, esa cobertura no está en contradicción con esto. Diría que es 
un complemento, por vía administrativa, de una obligación que queremos que esté establecida en la ley. Esa 
interpretación se hace por vía administrativa por las autoridades que en el momento estén resolviendo el 
tema, pero mañana pueden cambiar las autoridades y no ser aplicado el mismo criterio. Entonces, 
modestamente, me parece que ese es un criterio muy bien diseñado, pero complementario de otro que puede 
estar establecido en una ley. 


SEÑORA SANTOS.- No es un criterio administrativo, es la aplicación de la ley tal como está en nuestra 
legislación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si estamos de acuerdo, pasaremos al segundo punto: la situación de los 
contadores de fianza del Banco. Ellos habían planteado a la Comisión una situación laboral concreta en el 
marco de un cambio de la tarea que venían realizando internamente en el Banco. 


SEÑOR VILARÓ.- Cuando llegamos al Directorio del Banco había -y todavía persisten- una serie de 
situaciones contractuales no bien definidas, poco claras, que mes a mes, originaban reiteraciones de gastos 
frente a las observaciones del Tribunal de Cuentas por falta de contrato, por no estar en condiciones, etcétera. 
Eran variadas las situaciones: liquidadores de siniestros, contadores liquidadores de las pólizas de accidentes, 
abogados, contadores de fianza, fiscalizadores de la ley de accidentes; todas ellas daban lugar a reiteraciones 
mensuales de gasto para poder abonar los contratos que en algún momento habían existido y que ya no 
estaban vigentes ni en condiciones. Además, no podían en general lograr completar el ciclo a través del 
Tribunal de Cuentas, de la Oficina Nacional del Servicio Civil ni de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto porque no habían sido objeto de concurso ni de llamados y no cumplían con la normativa. Nos 
propusimos ordenar esas situaciones, analizar cada una de ellas y regularizarlas haciendo los llamados 
correspondientes. Solicitamos a la Administración que en todos los casos analizaran las situaciones, 
explicitaran los motivos e hicieran las propuestas correspondientes para ordenarlas. En ese proceso estamos. 
Hemos regularizado muchísimas situaciones al amparo del artículo 7” de la Ley N” 17.930. Otras las hemos 
regularizado por la vía de nuevos llamados a concurso, para cubrir contratos de arrendamiento, porque no se 
trata de situaciones de relación funcional sino de contratos con profesionales en general que brindan un 
servicio que, por la naturaleza del negocio, es necesario que sea realizado por un tercero y no por 
funcionarios del Banco. 


Cuando vamos a liquidar un siniestro, para el asegurado es una garantía que el contador, el ingeniero o el 
arquitecto que va a hacer la liquidación de los daños no sea un funcionario del Banco, quien podría tener la 
tendencia de tirar para abajo la indemnización, sino un tercero independiente, un profesional que se dedica a 
eso, que detalla los daños y produce su informe. Después los funcionarios del Banco aplican las condiciones 
de la póliza a esa liquidación y pagan lo que resulta; si hay que hacer un deducible, se hace, o si hay que 
descontar una cuota atrasada se descuenta, etcétera. Esa es la dinámica habitual. 


El rol que cumplen los contadores de fianza para el Banco es el de analizar los balances de las empresas que 
piden un cupo para que se les dé una garantía. Para nosotros y para las empresas, en cierto modo, es una 
garantía que esos contadores que elaboran ese informe no sean funcionarios del Banco. Podrían serlo, pero 
resultaría más riesgoso para las empresas y, tal vez, podría dar lugar a criterios más caprichosos o arbitrarios. 
Entonces, el Banco ha trabajado siempre con profesionales independientes a los que les abona por su labor. 
Pensamos que debe seguir siendo así. Lo que no compartíamos era la forma de organizar ese trabajo que la 
Administración informó con salvedades haciendo una serie de puntualizaciones. Siguiendo lo que proponía la 
Administración, nos propusimos cambiar eso. Claramente, no había allí ninguna relación funcional ni 
deformación de la relación que pudiera encubrir una relación funcional; simplemente, había sí una 
organización porque que no sean dependientes no significa que el trabajo no se organice. Por ejemplo, la 
empresa de limpieza que trabaja en el Banco es contratada; sin embargo, nuestro Intendente dice dónde, 
cuándo y cómo hay que limpiar; dependiendo del movimiento dentro del Banco, algunos lugares se tienen 
que limpiar de mañana y otros de tarde. Pero, obviamente, ello no hace que los empleados de la limpieza 
pasen a ser funcionarios del Intendente. 


Hicimos un llamado al cual también se presentaron quienes estaban trabajando hasta ahora en el Banco. En 
las bases del concurso se les dio un puntaje a favor, digamos, es decir algunos puntos que contemplaban el 
hecho de haber tenido una relación con el Banco, para darles una preferencia. Como resultado de ese 
concurso una parte de ellos se mantuvo -creo que son seis-, algunos como titulares y otros como suplentes de 
la lista de los que van a trabajar con el Banco, y otra perdió el concurso. Esa es la situación. Fue un concurso 
para un contrato de obra pública, de arrendamiento de obra, como tenían, pero con todas las formalidades. 


En este momento contamos con el resultado del concurso. Hemos enviado el expediente con el resultado del 
concurso al Tribunal de Cuentas para hacer los trámites de legalidad de esos contratos y procederemos a 
formalizarlos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradezco mucho al Presidente la información que proporciona. Por 
supuesto, respeto el criterio, no tengo opinión y tengo que tomar por bueno lo que acaba de mencionar en 
cuanto a que para el actual Directorio del Banco es importante que esta función sea cumplida desde una 


perspectiva independiente o, al menos, no en el marco de una relación de dependencia. Este es un tema 
respecto del cual no me puedo pronunciar, pero supongo que el Directorio lo habrá ponderado y habrá 
llegado a la conclusión de que es la mejor solución. Sin perjuicio de ello, independientemente de cuál sea la 
solución ideal para el Directorio, es claro que éste actúa sobre la base de la realidad que tiene planteada desde 
el momento mismo en que inicia su gestión. Desde ese punto de vista también está claro que, en condiciones 
ideales o no y más allá de la situación no del todo regular a que hacía referencia el Presidente, este servicio 
venía siendo cumplido por una decena de profesionales contadores. 


La circunstancia que tenemos planteada es que hoy estos profesionales se sienten en parte desplazados, 
porque en esos términos comparecieron ante esta Comisión para plantear su reivindicación y el propósito de 
pelear por su fuente de trabajo. Al mismo tiempo, me consta que con posterioridad al llamado mantienen una 
serie de objeciones con relación a las bases y a la forma en que se procesó y, en particular, a un aspecto que 
tiene que ver con la baja ponderación, más que de la antigúedad, de la experiencia de quienes comparecían, 
que creo estuvo bastante por debajo del 20%. Según ellos, ese sería el porcentaje medio que habitualmente se 
tiene en cuenta en llamados de esta naturaleza en la Administración Pública. 


Recogemos el planteo sobre todo porque nos tememos que podamos estar en una situación de similar tenor a 
las que inclusive se han dado en el Banco de Seguros del Estado, con el caso de los fiscalizadores y, en otros 
ámbitos, con trabajadores que prestan el servicio de guardahilos en ANTEL, donde más allá de la 
controversia entre la Administración y los empleados o los funcionarios o dependientes, el hecho es que 
determinadas reclamaciones laborales han prosperado, y eso ha desembocado en que a los respectivos 
organismos se le generasen problemas, muchos de los cuales han causado más de un dolor de cabeza. Estoy 
pensando en uno que ustedes conocen bien, como es el de los fiscalizadores o el de los guardahilos de 
ANTEL. 


Tengo la impresión de que estamos ante un tema que recién empieza porque según se me ha dicho, los que 
quedaron afuera van a impugnar. Algunos ni siquiera pudieron presentarse por razones de edad, como es el 
caso de una contadora que hacía muchos años prestaba funciones en el Banco. En otros casos creo que hay 
alguna situación de una presunta incompatibilidad que podría estarse generando a partir de la circunstancia 
de que ahora se harían contratos de arrendamiento de obra, y para el Banco eso es incompatible con otro 
cargo público. Es decir: tengo la impresión, y es lo que quiero trasmitir, que esta decisión del Banco -que por 
supuesto tendrá los argumentos de hecho y de derecho para sostenerla- está generando o nos pone a todos a 
las puertas de una situación conflictiva con este grupo que, por pequeño que sea, reivindica lo que considera 
sus derechos laborales, lesionados, en función de que en muchos casos se trata de ciudadanos que hace más 
de quince años que prestan esta función en el Banco, que consideran que han hecho un buen trabajo y sin 
embargo no se los ha contemplado o no se ha ponderado este elemento a la hora de regularizar su situación. 


Concretamente, quisiera saber si en lugar de este camino que el Banco ha recorrido -que por lo visto estaría 
generando, por lo menos, situaciones confictivas con los directamente involucrados-, no se podría haber 
seguido un camino más directo con gente que, precisamente, ha cumplido a satisfacción su tarea durante 
tanto tiempo y el propio Gobierno y el Parlamento dio instrumentos, como la Ley de Presupuesto, para 
regularizar situaciones que en este caso aparentemente se han descartado. 


Más allá de que se pueda sostener esta posición desde el punto de vista legal -no estoy hablando de 
ilegalidades-, se puede estar actuando conforme a Derecho según el Banco y, sin embargo, generarse 
dificultades no el ámbito de la Justicia Administrativa, pero sí en el de la Justicia Laboral a partir de reclamos 
de empleados que seguramente van a recurrir a esta última -ahora, a la Justicia de lo Contencioso 
Administrativo de acuerdo con el cambio de la ley de Rendición de Cuentas- a fin de reclamar su condición 
de dependientes. Tengo la impresión de que estamos ante los umbrales de eso. Esa era la duda que se me 
generaba y que queda planteada; quería explicar los motivos de nuestra preocupación con relación a este 
asunto. Reitero que quisiera saber por qué se escogió ese camino y no los otros que también estaban a la 
mano. 


SEÑOR CASTRO.- Quisiera hacer algunas aclaraciones. 


Los contadores liquidadores, los contadores de fianzas, se presentaron a la paritaria establecida en la Ley de 
Presupuesto y, por un dictamen conjunto de la delegación del Directorio del Banco y de la sindical, se 
entendió que no eran funcionarios. Nunca tuvieron la condición de funcionarios. El proceso que se siguió fue 


que ellos eran nominados; se llevaba una lista de aspirantes y se incorporaba gente de la lista por parte del 
Directorio. 


Ellos trabajan un día por semana, cubren una guardia para estudiar los balances de ese día; no tienen una 
contingencia de trabajo permanente ni una relación laboral de todos los días o de determinado horario. Nunca 
existió un contrato; eran nominaciones. Esto con respecto al tema de fondo, es decir, de si son o no 
dependientes. Nadie interpretó que fueran dependientes. 


Sucedió lo contrario con los fiscalizadores. El P.-CNT y AEBU se presentaron a la comisión paritaria y el 
dictamen de la Jurídica de AEBU establecía, en desacuerdo con la Administración, que eran funcionarios. Me 
parece que el propio hecho de que hubiera personas que cumplían esta función y eran funcionarios públicos 
determinaba que ellos no fueran funcionarios públicos -así lo entendían ellos-; si no fuera así habrían estado 
en falta con la ley. 


En cuanto a los puntajes de los concursos puedo señalar que los estableció un Tribunal. El Directorio no 
estableció ningún criterio ni ninguna modificación a las bases que determinó el Tribunal. De todos modos, 
eso nos pareció razonable. El Directorio aprobó las bases y se estableció un margen cercano a los veinte 
puntos. Cinco correspondían al trabajo directo en el Banco y otro puntaje adicional que valoraba la 
experiencia en la tarea, lo cual se sumaba al propio trabajo en el Banco. La intención era dar una ventaja o 
algunos puntos extra suficientes para que en una selección reñida tuvieran una oportunidad que les permitiera 
ganar a ellos, pero no que fuera un puntaje tal que impidiera que otros pudieran ganar. El criterio fue ese. 
Obviamente, ellos aspiraban a tener mayor puntaje porque les daba mayores garantías de mantenimiento. 
Pero nosotros también aspirábamos a que fuera un concurso más abierto en el que tuviéramos la oportunidad 
de seleccionar los que eran efectivamente mejores, por lo menos de acuerdo con la prueba. 


Con respecto a la edad, el Tribunal estableció en las bases una que fuera compatible con las disposiciones del 
Estatuto, que indica que deben retirarse a los sesenta años. Entendimos que ese era un criterio aplicable para 
todos y así lo establecimos. Naturalmente, ellos tienen total libertad de expresarse a través de la Justicia y, 
obviamente, estaremos a lo que ésta resuelva, pero creemos que no hay antecedentes, elementos o factores 
que puedan establecer que efectivamente son funcionarios dependientes. Como manifestó el señor Presidente, 
hay otros grupos como el de los liquidadores de accidentes de trabajo, de siniestros, de cauciones, abogados - 
a quienes también se les paga por honorarios-, ingenieros agrónomos, que tasan siniestros y pueden evaluar 
daños, que no son dependientes sino que cobran por honorarios profesionales de acuerdo con el trabajo 
concreto que estén realizando. Para regular esta situación procedimos a la selección, según nos parece, de 
manera equilibrada. Creemos que hemos recorrido un camino adecuado. 


Comprendemos que haya personas que se sientan lesionadas; nuestra intención es transparentar la situación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que estamos llegando al término de la sesión porque está prevista una 
reunión de la Asamblea General. 


Agradezco mucho al Directorio la información que se ha volcado en el seno de la Comisión; la ponderaremos 
con la que ya poseemos y, eventualmente, remitiremos algún pedido de informes adicional. Seguramente 
haremos un seguimiento de la situación; por el momento, les agradecemos mucho los datos que nos han 
aportado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros también agradecemos la presencia del Directorio del Banco de Seguros 
del Estado y los aportes que han realizado, que servirán como insumos para el proyecto de ley y para la 
consideración del planteamiento que han efectuado ante la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


